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Resumen. 
 
 
 
 
 

El presente artículo analiza las garantías judiciales previstas en los artículos 8 y 
 

25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos a la luz de la 

jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. De acuerdo 

con los antecedentes que se han presentado en Colombia, en relación con los 

mecanismos que emplea el aparato jurisdiccional frente a las garantías 

judiciales. El análisis jurisprudencial y normativo vigente se constituye de 

referente interpretativo o hermenéutico a fin de resolver las dificultades que se 

presenten al ventilarse el asunto subjudice ante la competencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. 
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1 Presentado como para optar como requisito para optar al título de la Especialización en Procedimiento 
Penal, Constitucional y Justicia Penal Militar 



 

 
 

Abstract. 
 

 
 

This article analyzes the legal guarantees provided by Articles 8 and 25 of the 

American Convention on Human Rights in the light of the jurisprudence of the 

Inter-American Court of Human Rights. According to the records that have been 

presented  in  Colombia,  regarding  the  mechanisms  used  by  the  judicial 

apparatus from judicial guarantees. The current case law and policy analysis is 

interpretative or hermeneutical relating to resolve the difficulties encountered to 

ventilate the matter sub judice before the jurisdiction of the Inter-American Court 

of Human Rights. 
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Introducción 
 

 
 

En todo proceso judicial2 en el cual se busca resolver los conflictos existentes 

entre las personas mediante la promulgación de una sentencia, es necesario 

para que este proceso sea aceptado y sobretodo legitimo ante los ojos de 

todos los asociados, que se rija conforme a los parámetros legales, evitando de 

este modo la aplicación de una sentencia arbitraria; la naturaleza de estos 

preceptos legislativos busca dar los insumos necesarios con los cuales cada 

una de las partes logre defender sus interés, además de brindar a el mismo 

juez el escenario propicio en el que pueda proferir una sentencia con forme a 

derecho, ahora bien, para que todo esto se cumpla en los procesos judiciales y 

en especial en los procesos penales se necesita de la congracian y la efectiva 

materialización de las garantías judiciales en ellos. 

 
 

Las Garantías judiciales se encuentran regladas en las normas internas, la 

Constitución Política de Colombia y a través del bloque de Constitucionalidad 

en nuestro ordenamiento jurídico se incorporan los preceptos internacionales 

en esta materia, de cada una de estas garantías judiciales se desprenden 

obligaciones para los Estados que han ratificado los convenios o tratados que 

las consagran; es decir, que a falta de garantías judiciales a nivel interno, debe 

acudirse entonces a las instancias internacionales. 

 
 

Con  el  fin  de  salvaguardar  los  derechos  esenciales  del  hombre3   en  el 

continente  americano,  la  Convención  Americana  sobre  Derechos  Humanos 

para proteger los derechos consagrados dentro de su articulado y queriendo 

evitar  la  comisión  de  violaciones  a  los  derechos  humanos,  decide  otorgar 
 
 
 
 

 
2 conjunto de actos regulados por la ley y realizados con la finalidad de alcanzar la aplicación judicial del 
objetivo y la satisfacción consiguiente del interés legalmente tutelado en el caso concreto (Salazar, 1986, 

p. 21) 
3   En  noviembre  de  1969  se  celebró  en  San  José  de  Costa  Rica  la  Conferencia  Especializada 
Interamericana  sobre  Derechos  Humanos.  En  ella,  los  delegados  de  los  Estados  Miembros  de  la 

Organización de los Estados Americanos, OEA, redactaron la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, que entró en vigor el 18 de julio de 1978, al haber sido depositado el undécimo instrumento de 
ratificación por un Estado Miembro de la OEA. Colombia ratificó la Convención el 28 mayo de 1973. 



 

mayores facultades a La Comisión Interamericana de Derechos Humanos4  y 

crea la Corte Interamericana de Derechos Humanos5  como los dos órganos 

encargados de la protección a los derechos humanos en América. La Corte 

Interamericana de Derechos Humanos6  es una institución judicial autónoma 

cuyo objetivo es la aplicación e interpretación de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos. 

 
 

Es así como se analizarán las garantías judiciales previstas en los artículos 8 y 
 

25 de esta Convención7, entendidos como los parámetros macro que deben ser 

aplicados por Colombia en los procesos judiciales especialmente en los 

procesos penales, pues es uno de los dos pilares fundamentales del Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos al cual hace parte este país, junto con la 

jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, quien es la 

interprete y defensora de este instrumento jurídico regional, en relación con los 

Derechos  Fundamentales  que  poseen  las  personas  y  que  los  Estados 

miembros deben de garantizar en relación al servicio judicial que como derecho 

los Estados han de optimizar de acuerdo a la ratificación de la Convención, 

constituyéndose en medios de defensa que se pueden utilizar en aras de hacer 

prevalecer el ejercicio de un derecho. 

 
 

Partiendo de la premisa que los Estados parte deben reconocer los Derechos 

que toda persona tiene por el simple hecho de ser persona y que están 

expuestos en esa convención, garantizando al mismo tiempo su pleno ejercicio, 

para lo cual este mismo tratado proporciona los medios necesarios para la 

efectiva materialización de esta premisa. En este sentido el artículo 1.1 de 

dicho  instrumento  indica  que se debe:  respetar  los derechos de  todas  las 

personas sujetas a la jurisdicción de dicho convenio, dentro de los cuales se 

 
4 fue creada en 1959 e inició sus funciones en 1960, cuando el Consejo de la OEA aprobó su Estatuto y 
eligió sus primeros miembros. Sin embargo, el Tribunal no pudo establecerse y organizarse hasta que 
entró en vigor la Convención 
5  El 22 de mayo de 1979 los Estados Partes en la Convención Americana eligieron, durante el Séptimo 
Período  Extraordinario  de  Sesiones  de  la  Asamblea  General  de  la  OEA,  a  los  juristas  que en  su 
capacidad personal, serían los primeros jueces que compondrían la Corte Interamericana. La primera 
reunión de la Corte se celebró el 29 y 30 de junio de 1979 en la sede de la OEA en Washington, D.C. 
6  Esta Corte ejerce sus funciones de conformidad con las disposiciones de la citada Convención y su 
Estatuto, igualmente esta corporación ejerce funciones jurisdiccionales y consultivas. 
7Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969 



 

encuentran establecidas las garantías judiciales que toda persona debe tener 

cuando este  inmiscuida  en  un  proceso judicial,  motivo por el cual,  En  las 

circunstancias donde no se esté cumpliendo con estas garantías el Estado 

parte violador de esos mandatos debe tomar medidas legislativas que 

contravengan dichas vulneraciones. 

 
 

Con todo ello es indiscutible la existencia de la consagración de garantías 

judiciales en el Sistema Interamericano de Derechos Humanaos, que son 

expuestos por la Convención y que la misma Corte ha desarrollado contenido 

para fortalecerlos y hacerlos materialmente efectivos en cada uno de los 

Estados parte, pero así como internamente se tiene consagrados garantías 

judiciales en Colombia, pero no son en algunos casos realmente efectivos, en 

el caso regional pasara lo mismo, por lo cual cabe preguntarse ¿Qué si el 

desarrollo teórico dado por la Corte Interamericana al contenido de las 

Garantías Judiciales interamericanas es el adecuado para su efectiva 

materialización? 

 
 

1.  Acercamiento conceptual a las garantías judiciales. 
 

 
 

Las garantías judiciales en su conjunto permiten controlar la razonabilidad de 

las leyes (García, 2012, p. 14), pues para toda la sociedad es de intima 

necesidad de que las sentencias sean valiosas en sí mismas, esto es, que 

sean razonables (Landa,  2002,  p.  3),  en este  contexto  estas  garantías se 

entienden como puntal esencial de la obligación general de investigar las 

violaciones de los derechos humanos (Salmon & Blanco, 2012, p. 23), El 

derecho al debido proceso (Conjunto de garantías judiciales) implica el derecho 

a ser oída, con las debidas garantías y en un plazo razonable, por un juez/a o 

tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad 

por la ley (Neiro, 2010, p. 3), conformándose de tal modo que resulte adecuado 

para asegurarlos frente a un tipo específico de amenaza (Wray, 1991, p 37). 



 

2.  Noción Interamericana de las Garantías Judiciales. 
 

 
 

Ante todo, resulta imperante establecer ¿qué son las garantías judiciales? Pues 

bien, en el entendido que son aquellos medios con idoneidad para hacer valer 

los derechos de las personas, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

las ha definido como los medios de defensa que sirven para proteger, asegurar 

o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho. Igualmente, la Corte ha 

establecido que éstas “deben ser no sólo indispensables sino judiciales. Esta 

expresión  no  puede  referirse  sino  a  medios  judiciales  idóneos  para  la 

protección de tales derechos,  lo cual implica la intervención de un órgano 

judicial independiente e imparcial,  apto para determinar la legalidad de las 

actuaciones que se cumplan dentro del estado de excepción”. 

 
 

La Corte estima que: la determinación de qué garantías judiciales son 

indispensables para la protección de los derechos que no pueden ser 

suspendidos  será  distinta  según  los  derechos  afectados.  Las  garantías 

judiciales “indispensables” para asegurar los derechos relativos a la integridad 

de la persona necesariamente difieren de aquellas que lo protegen. 8
 

 
 

Reiterante resulta señalar que si bien la Corte busca mediante sus fallos exigir 

a los Estados parte el resarcimiento no solamente de los daños a los individuos 

sino también el reconocimiento de la responsabilidad estatal por negligencia en 

la efectividad del funcionamiento judicial interno, siendo éste el motivo por el 

que se acude a la instancia internacional en donde se hará un análisis crítico– 

constructivo de la sentencia en mención con lo que se busca no exponer la 

parte esencial que habla del tratamiento de las personas en situación de 

vulnerabilidad, manifiesta en razón de la reparación del daño; pero si se 

pretende mostrar de manera tácita la efectividad por el cumplimiento de las 

garantías como lo es para el caso de esta sentencia judiciales, en relación del 
 
 
 
 

8  véase Corte IDH. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión  Consultiva OC-8/87 del 30 de 
enero de 1987. Serie A No. 8 



 

artículo 8 y 25 que nos habla de garantías judiciales de acuerdo al acceso a la 

justicia en el ámbito internacional. 

 
 

3.  Obligaciones intrínsecas para la materialización de las garantías 

judiciales. 

 
 

a.  Compromisos Generales 
 

De la jurisprudencia interamericana en la que Colombia ha sido condenado9 se 

pude extraer varios compromisos de orden legal, judicial, económico, de 

asistencia psicológica, social, pedagógica y médica a las víctimas y demás 

personas que requieran de la adecuada aplicación de las referidas medidas, 

como producto de la visibilizarían, reconocimiento y consecuente dignificación, 

de las cuales se pude sustraer que: El Estado colombiano debe de desarrollar 

actividades que le son propias de las autoridades judiciales competentes al 

adelantar en el término previsto por la ley, las investigaciones pertinentes para 

determinar la existencia, la veracidad, el esclarecimiento de los hechos y así 

obtener el soporte probatorio necesario para dilucidar las reclamaciones, dando 

lugar consecuentemente a establecer o endilgar la responsabilidad de las 

personas que ocasionaron todos esos vejámenes que han sido objeto de 

indagación. 

 
 

Asimismo, existe el compromiso Estatal Colombiano del deber de adoptar 

mecanismos, medidas y la implementación de herramientas idóneas para dar 

soporte a un desarrollo continuo, eficaz y completo a las investigaciones 

judiciales para así respaldar el Derecho supra legal del debido ejercicio de las 

garantías judiciales y la protección de los Derechos y libertades fundamentales 

de Las personas implicadas en el proceso. El compromiso que tiene el Ente 

Público de que se asuman los parámetros científicos y técnicos necesarios 

para la identificación de víctimas bajo las indicaciones médico – legales que se 

exigen para este tipo de procedimientos y así, poder brindar una respuesta 
 

 
9  El caso de la Masacre de Pueblo Bello–Antioquia Vs. Colombia, mediante Resolución de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (la cual en adelante se denominará Corte IDH.) y en sentencia de 

fecha 9 de julio de 2.009 se ordenó la “Supervisión del Cumplimiento de la Sentencia”. 



 

completa y veraz a los familiares y demás allegados cercanos de la víctima, 

para satisfacer su Derecho a la verdad y a la obtención de justicia. 

 
 

Derechos y garantías implícitas de las víctimas. 
 

 
 

Además, es un deber de nuestro Estado desplegar actuaciones 

correspondientes a suministrar a las personas -familiares de las víctimas que 

se encuentran desaparecidas o ultimadas y que resulten afectadas con las 

violaciones   a   los   Derechos   Fundamentales,   un   tratamiento   médico   y 

psicológico adecuado para poder atenuar los efectos nocivos y colaterales que 

deja la violencia sistemática a los Derechos Humanos en nuestro país. Al igual 

que es misión del Estado Colombiano tomar las medidas de seguridad 

necesarias para que las personas puedan retornar a su región o lugar de 

arraigo con suma tranquilidad, que por motivos de violencia se vieron forzados 

a desplazarse a distintas regiones del país con la intensa incertidumbre de 

saber “qué será de sus vidas“, y con ese anhelo inexplicable de saber si algún 

día regresarán. 

 
 

En cuanto al “acto público de disculpa y su consecuente reconocimiento de 

responsabilidad internacional como Estado”, este compromiso estatal es 

importante para brindar en parte, satisfacción a las víctimas y familiares de las 

víctimas (indirectas) que resultaron afectadas con el daño, causándoles una 

lesión a sus Derechos y libertades fundamentales como seres humanos y como 

miembros de un ente colectivo. 

 
 

A su vez, este reconocimiento sería incompleto si no formara parte del mismo, 

la construcción de un monumento en sentido de desagraviar a las personas 

que perecieron algún tipo de pérdida, daño, lesión; en vista de que, es una 

forma de no olvidar a las víctimas, de indicar que son importantes para la vida 

en sociedad, y que su aporte es productivo para el crecimiento y desarrollo del 

ser humano en su personalidad. 



 

Otras obligaciones a las que se compromete el ente de la Cosa Pública, son las 

cantidades fijadas por el juez al  momento  de tasar los daños  y perjuicios 

ocasionados con la infracción a la ley y demás instrumentos de carácter 

internacional, respecto de los daños materiales, los daños inmateriales o 

intangibles, las costas y los gastos que se hayan sufragado a lo largo del 

presente proceso. 

 
 

b.  Obligaciones Específicas en materia de Garantías judiciales 
 

 
 

Reiterante resulta señalar que las garantías judiciales que la Corte 

Interamericana de Derecho Humanos de acuerdo a sus estándares fijados 

como para el caso lo indica el artículo 8 y 25 de la convención Americana10. 

Como el Derecho a la asistencia jurídica letrada, a la defensa técnica 

proporcionada por el Estado, a no ser obligado a declarar contra sí mismo, a 

recurrir la sentencia, a no ser perseguido más de una vez por un mismo hecho 

delictivo, al amparo contra hechos lesivos que afectan Derechos, constituyen 

connotaciones de las garantías convencionales del sistema interamericano que 

además se proyectan en innumerables aplicaciones concretas que la Corte ha 

determinado a través de los distintos casos juzgados por ella y que aportan un 

sentido específico en el esquema de las garantías judiciales. 

 
 

Evidente es, que, dentro de las recomendaciones más importantes o de mayor 

relevancia que se encuentran pendiente por cumplir las siguientes: 

1.)  La “obligación  de  investigar  los  hechos y,  en  su caso sancionar  a  los 

presuntos responsables”11, y más a este grado, que es de competencia del 

máximo Tribunal Judicial Interamericano –verificar el acatamiento de las 

obligaciones dispuestas en el fallo por parte del Estado responsable–12. Ante 

este punto, el Estado colombiano ha fallado en su deber de seguir llevando una 

investigación seria, adecuada y con la celeridad que se exige para darle el 

 
10    Convención   Americana   sobre   Derechos   Humanos   Suscrita   en   la   conferencia   especializada 
Interamericana sobre Derechos Humanos (B-32) 
11 Véase la Sentencia de la Honorable Corte.IDH., del Caso de la Masacre de Pueblo Bello – Antioquia vs. 
Colombia, cuando mediante Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de fecha 9 de 
Julio de 2.009 se ordenó la “Supervisión de Cumplimiento de Sentencia”. Pág. 5 
12 Ibídem. Numeral 16. Pág. 6. 12 



 

impulso procesal pertinente a los procesos y, a las diligencias conducentes 

para este tipo de esclarecimientos; puesto que, a pesar del tiempo transcurrido 

durante el desarrollo de las investigaciones, no se han observado adelantos de 

fondo sobre las mismas; al fin y al cabo dice la decisión –el Estado tiene la 

obligación de realizar una investigación ex oficio y sin dilación, de manera 

seria, imparcial y efectiva. La búsqueda efectiva de la verdad corresponde al 

Estado y, no depende de la iniciativa o de la aportación de instrumentos 

probatorios por parte de la víctima, o de sus familiares–13; debido a que el 

Estado es el titular de la acción, por ejemplo, en el área penal. 

 
 

De la misma manera, se observa que uno de los compromisos del Ente Estatal 

era el: 2.) La “búsqueda e identificación de las víctimas que se encuentran 

desaparecidas”–, no puede dejarse  de exaltar el valioso esfuerzo que han 

llevado a profundidad nuestras instituciones para poder realizar las prácticas de 

reconocimiento e identificación de restos humanos, pero las continuas 

suspensiones en la práctica de dichas medidas técnicas, hacen que la verdad 

se  vaya  escapando,  sin  atender   de  forma  previsiva  y  persuasiva  las 

condiciones meteorológicas del momento, especialmente en aquellas zonas 

donde deben realizarse prospecciones y exhumaciones. 

 
 

Ahora bien, en cuanto al: 3.) El “tratamiento médico y psicológico adecuado a 

las víctimas”, por manifestar que existe una diferencia abismal entre el número 

de personas en lista de espera para ser atendidas y las personas que han sido 

atendidas. Conforme a lo anterior se puede determinar una notable deficiencia 

en la aplicación de la medida de dar tratamiento médico y psicológico a las 

víctimas producto de la violencia y de las perturbaciones a sus derechos y 

libertades fundamentales; por ejemplo, cuando se estandariza un número de 

454 personas que solicitaron recibir atención médica, y que son de la zona 

donde   tuvieron   ocurrencia   las   violaciones   sistemáticas   a   los   derechos 

humanos, resultaron ser  atendidas  120  personas,  lo  cual  permite  inferir la 
 

 
 
 

13 Ibídem. Numeral 16. Pág. 8. (Cursiva y marcada) 



 

existencia de un cierto déficit de por lo menos el 70 % de clientes, a quienes les 

hace falta que se les brinde atención tanto médica como psicológica. 

 
 

Inclusive, las personas que han sido atendidas, solo han permanecido en la 

fase de diagnóstico, quedándoles a ellos pendientes la fase de tratamiento. 

Según se deduce de la misma decisión de fondo, hay grandes falencias, que 

por más que quiera el Estado dar cumplimiento a estos deberes misionales en 

pro de las víctimas de la violencia, aún hace falta mayor preocupación y 

compromiso por parte del Estado mismo y por las instituciones encargadas en 

dicha labor, como es el de romper con los impedimentos u obstáculos 

administrativos y burocráticos que así mismo se impone, para poder acceder a 

esos servicios de atención y salud. 

 
 

Teniendo en cuenta el respeto por los Derechos Fundamentales como lo son 

las garantías judiciales, constituye un presupuesto imprescindible del debido 

proceso legal de quienes tienen situaciones judiciales pendientes o requieren el 

acceso a la justicia, y todo lo que tiene que ver con garantías judiciales. 

 
 

De igual manera, el Estado colombiano se comprometió a aplicar medidas que 

les permita a las personas que resulten afectadas por el desplazamiento, el 

atenuar sus efectos nocivos causados con dicho comportamiento, 

devolviéndoles la tranquilidad que se les perturbó como causa del conflicto; 

siendo ejemplo de dicha medida, el proporcionarles un plan de vivienda como 

mecanismo para restituirles parte de su patrimonio y la condición social en la 

que se encontraban, antes de que se presentara tal fenómeno delictivo por 

parte de los grupos armados organizados al margen de la ley. Pero hasta el 

momento el Estado se encuentra en mora respecto de éste compromiso. 

 
 

La Nación Colombiana – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional es 

administrativamente responsable por los daños extra patrimoniales, inclusive 

aquellos derivados de la alteración de la vida familiar, social y afectiva, 

causados a las personas incluidas en la relación […] como consecuencia de la 



 

violación de los derechos a la vida, a la integridad personal, a la seguridad y a 

la  libertad  derivados  de  la  desaparición  forzada  colectiva  de  que  fueron 

víctimas. (Unidad de Restitución integral de Victimas, 2014). 

 
 

El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la 

desaparición forzada y ejecución extrajudicial de un grupo de personas de 

Pueblo Bello por parte de un grupo paramilitar, así como a la falta de 

investigación y sanción de los responsables de los hechos. Frente a estas 

circunstancias  la  corte  ordeno  al  Estado  Colombiano  indemnizar  a  los 

familiares de las víctimas, por daños materiales e inmateriales, mediante 

recursos económicos acordes a la sentencia. 

 
 

También se deberá completar eficazmente un plazo razonable para la 

investigación de todos los partícipes en la masacre. Adoptar también medidas 

para que las violaciones por derechos humanos sean efectivamente 

investigadas con el fin de evitar la repetición, buscando consigo identificar a las 

victimas desaparecidas “entregando los restos mortales a los familiares y cubrir 

con los gastos de entierro” (Corte Interamericana, 2007, serie 25). Entre las 

medidas también se contemplan la ejecución de una denuncia pública y el 

reconocimiento de la responsabilidad internacional14. 

 
 

Inicialmente el Estado Colombiano reconoció en Abril de 2009 públicamente su 

culpabilidad. Consigo ha desarrollado conjuntamente con sus estructuras 

jurídicas y administrativas, sistemas de reparación a las víctimas, sistemas de 

reparación focalizadas territorialmente (Unidad de restitución integral de 

víctimas, 2013). Diseñadas para crear mecanismos y sinergias para la efectiva 

articulación de las entidades responsables de la reparación integral. (Ley 1448 

de 2011). Actualmente, la unidad para las victimas genera acompañamiento en 
 

 
 
 

14 La Corte reitera que el Estado está obligado a combatir tal situación de impunidad por todos los medios 
disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total 
indefensión de las víctimas y de sus familiares, quienes tienen derecho a conocer la verdad de los 
hechos. Este derecho a la verdad, al ser reconocido y ejercido en una situación concreta, constituye un 
medio importante de reparación y da lugar a una justa expectativa de las víctimas, que el Estado debe 
satisfacer 



 

el proceso de retorno por parte de la comunidad de Pueblo Bello, sujeta a 

sistemas de reparación colectiva15 de la población afectada y sus familias. 

El 16 de agosto y el 20 de septiembre del 2013 se realizaron jornadas en las 
 

que se atendió y orientó a la población víctima vulnerable en servicios, 

reparación  individual,  caracterizaciones  de  asistencia,  orientación  y 

prescripción en el registro de tierras” (Unidad de restitución integral de víctimas, 

2013). 
 

 
 

Frente al cumplimiento de las demás medidas las victimas aún siguen a la 

espera de conseguir finalmente la reparación integral dictaminada por la corte; 

Derechos violados, derecho a la vida (art. 4), derecho a la integridad personal 

(art. 5), derecho a la libertad personal (art. 7) en el caso relacionado se puede 

ver que el Estado omitió la seguridad de esta comunidad ya que no justifico la 

desprotección a la que fue expuesta la comunidad de Pueblo Bello, de igual 

forma el Estado no garantizo el derecho de las victimas toda vez que a la fecha 

no conoce del paradero de un gran número de víctimas. 

 
 

Lo mismo ocurre con los familiares de los presuntos desaparecidos toda vez, 

que tienen temor de ser nuevamente victimas situación que llevan acuestas 

desde 1990 fecha de la ocurrencia de los hechos. 

 
 

En relación al caso y más precisamente en lo atinente a las garantías judiciales 

establecidas en (art. 8) y protección judicial articulo (art. 25) La Corte a 

determinado  que  el  Estado  fue  negligente  en  las  exhumaciones   y  lo 

relacionado con el tratamiento que el hospital San Jerónimo de Montería le dio 

al reconocimiento de cadáveres en este centro médico para muestra de ello, la 

Fiscalía General de la Nación reinicia en el 2013 las investigaciones, es decir 

tres años de ocurrido los hechos, situación que va en contra garantía judicial, 

por lo que se puede decir desde dos aspectos que en primer lugar la mayoría 

de responsables no han sido vinculados a las investigaciones o peor aún no 
 

 
15  La medida de reparación colectiva, se construirá un “Centro Educativo Interactivo” de forma conjunta 
entre la Unidad de Víctimas y la Gobernación de Antioquia. El INCODER, teniendo en cuenta que la 
cabecera corregimental de Pueblo Bello es considerada como rural, priorizará la zona para la titulación de 
las tierras. 



 

han sido identificados ni procesados teniendo en cuenta que participaron de 

más de sesenta personas en la ocurrencia del hecho, y en segundo lugar, la 

impunidad se ve reflejada en el juicio y condena. 

 
 

Otro de los principios vulnerados es de la libertad de pensamiento y expresión, 

(Art 13) libertad de circulación y residencia (art 22) en relación de este último 

artículo la corte no se pronuncia y de acuerdo a lo anterior la corte declaro en 

base a los hechos del presente caso la violación de los artículos 4.1, 5.1, 5.2, 

7.1, 7.2, 8.2 y 25 de la Comisión Inter Americana todos con relación del artículo 
 

1.1 de este tratado. 
 

 
 

4.  Responsabilidad  Estatal  por  Incumplimiento  de  las  Garnatadas 

judiciales 

 
 

El conflicto armado interno en Colombia tuvo su origen en los años cincuenta 

del controvertido siglo XX, que provenían de fuertes confrontaciones entre los 

sectores del poder político,  y toda una serie de gestas revolucionaras  que 

fueron  antecedente o elemento causal de  alzamientos populares continuos 

durante el siglo XIX o periodo de las Guerras de Liberación. 

 
 

Pero  el  punto  más  crítico  que  fue  generador  de  la  ruptura  de  estructuras 

sociales y políticas desencadenando un conflicto al interior del estado 

colombiano, fue especialmente el periodo comprendido entre la década del 

cuarenta y ocho al cincuenta y ocho del siglo XX, donde se presentó un 

enfrentamiento armado dentro de los mismos cimientos populares de los 

partidos tradicionales del momento; es decir, entre el Partido Conservador y el 

Partido Liberal, cuyo eje u objetivo fundamental motivo de confrontación o de 

discordia fue de índole agrario o el manejo de la propiedad de la tierra, 

rechazando la propiedad privada y exigiendo la propiedad colectiva. 

 
 

Dentro de cada partido político convencional y de trayectoria histórica, se 

empieza  a  presentar  fraccionamientos  ideológicos,  políticos  y  sociales  que 



 

incidieron fuertemente para la creación de nuevas células ideológicas, tomando 

con mayor acento su autonomía lo cual generó discrepancia y una seria 

amenaza al bipartidismo nacional; por ejemplo el Movimiento Obrero, el Partido 

Social Revolucionario, el Partido Comunista, la Unión Nacional de Izquierda, el 

Partido Agrario Nacional, el Movimiento Gaitanista con más ahínco (que 

provenía   de   la   década   del   veinte)16,   entre   muchos   otros   modelos 

revolucionarios  del  momento.  Algunos  de  estos  movimientos  empezaron  a 

tomar militancia y a configurar un poder con una organización cada vez más 

sólida, conservando algunas pautas ideológicas de los partidos tradicionales 

pero con cierta disidencia, para lo cual empezaron a tomar condiciones 

puramente militares bajo el patrocinio de ideas sociales en búsqueda de la 

justicia social y la equidad. Es cuando se empieza a observar la fuerte 

confrontación entre el Estado y los grupos guerrilleros17. 

 
 

Pero una forma bastante burda y sin tener en consideración las reclamaciones 

de estos nuevos grupos emergentes con la ideología de inconformidad y 

promotores del reconocimiento en cierta parte de la ruptura política de los 

partidos tradicionales ante su falta de participación y muestra de exclusión en la 

activa vida política nacional, fue que Colombia mediante el decreto legislativo 

N° 3398 del 24 de Diciembre de 1965, se diera a la tarea de crear u organizar 

la defensa nacional, siendo adoptado como legislación permanente a través de 

la ley No. 48 de 1.968.18
 

 
 

Con dicha legislación el estado de forma adversa creó disposiciones que 

amparan ilegítimamente el uso de la fuerza, tratando de cercenar la libertad de 

opinión, la confrontación de grupos o movimientos políticos de la oposición que 

imperaban para la época, generando indirectamente una violencia de poderes 
 

 
 
 
 

16  Véase que quien se proclama el enemigo del establecimiento busca la abolición del sistema y su 
sustitución por un gobierno popular del cual se proclama su representante legítimo y portavoz”. Núñez 
Escobar. Roberto. Conferencias sobre Actores y Factores del Conflicto Armado. Página 16 
17 Ver nota Conferencias, página 16. 
18 Capítulo VII Hechos Probados, numeral 95.1, página 42 Sentencia del Caso de la Masacre de Pueblo 
Bello vs. Colombia. Resolución Corte Interamericana de Derechos Humanos de fecha 09 de Julio de 
2.009. 



 

cuando de forma ilegítima se autoriza la configuración y establecimiento de 

grupos de autodefensa por parte del aparato estatal. 

 
 

Estos “grupos de autodefensa” desde un comienzo empezaron a recibir la 

colaboración de las autoridades cuyo objetivo principal era “auxiliar a la Fuerza 

Pública   en   operaciones   antisubversivas   y   defenderse   de   los   grupos 

guerrilleros”. El  Estado les  otorgaba  permisos  para  el porte  y tenencia  de 

armas, así como apoyo logístico”19. 

 
 

Pero la falta de control, de previsión frente a la creación de grupos armados por 

parte del Estado ante sus nocivos efectos a futuro, provocó que dichos grupos 

dieran un giro a sus objetivos y se transformaran en bandas delincuenciales o 

también llamados escuadrones de la muerte, bandas de sicarios, grupos de 

autodefensa o de justicia privada o mal denominados paramilitares”. 

 
 

Entonces Colombia pretendiendo enmendar su error procedió a emitir una serie 

de disposiciones que llegaron a formar parte del ordenamiento jurídico para 

minimizar las acciones delincuenciales de estos grupos armados  y adoptar 

medidas  para  alcanzar  el  restablecimiento  del  orden  público,  a  modo  de 

ejemplo se expidieron varios decretos y algunas leyes como: 

 
 

El Decreto N° 0678 del 14 de abril de 1988, por medio del cual se dictan 

medidas conducentes al restablecimiento del orden público en la  zona  del 

Urabá Antioqueño, el cual tuvo por objetivo las siguientes recomendaciones: 1.) 

Reprimir la acción violenta de grupos antisociales; 2.) Una de las zonas más 

azotadas por la actividades delincuenciales ha sido el Urabá Antioqueño; 3.) 

Reprimir los genocidios perpetrados por grupos antisociales en los Municipios 

de Turbo y Apartadó; 4.) Adoptar las medidas tendientes a restablecer el orden 

público y la paz; entre otras. En el decreto anterior se busca reestablecer el 

orden público en aras de garantizar a los moradores una sana convivencia en 

razón del flagelo delictivo que presenta esta zona del país al igual que otras 
 

 
19 Ver nota Conferencias, página 42 



 

haciendo un enfoque a la normatividad internacional tratando de resarcir 

algunos daños ocasionados y de paso intentar tener métodos jurídicos internos 

que garanticen la aplicación de la justicia como lo suele hacer órganos 

internacionales como la Convención Interamericana de los Derechos Humanos. 

 
 

El Decreto N° 0680 del 15 de diciembre de 1988, por medio del cual se nombra 

al Jefe Militar del Urabá Antioqueño. El Decreto N° 0813 del 9 de abril de 1989, 

por  medio  del cual se  crea  una Comisión Asesora  y Coordinadora  de  las 

acciones contra los escuadrones de la muerte, bandas de sicarios, grupos de 

autodefensa o de justicia privada o mal denominados paramilitares. 

 
 

El Decreto N° 0815 del 19 de abril de 1989, por medio del cual se suspendió la 

vigencia del parágrafo 3º del artículo 33 del decreto legislativo N° 3398 de 

1985, donde facultaba al Ministerio de Defensa Nacional para autorizar a los 

particulares en el porte de armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas. 

Dicho Decreto fue adoptado como legislación permanente por la Ley N° 48 de 

1968, siendo declarado inexequible el parágrafo 3º del artículo 33 del Decreto 

Legislativo N° 3398 de 1985, mediante sentencia del 25 de mayo de 1989 por 

la Honorable Corte Suprema de Justicia. 

 
 

El Decreto N° 814 del 19 de abril de 1989, por medio del cual se realiza la 

creación del Cuerpo Especial Armado contra los escuadrones de la muerte, 

bandas de sicarios, grupos de autodefensa o de justicia privada o mal 

denominados  paramilitares  (…)  y suspende  algunas  disposiciones 

incompatibles con el Estado de Sitio. 

 
 

El Decreto N° 1194 del 8 de junio de 1989, por medio del cual se tipifican 

nuevas conductas punibles, como 

la  promoción,  financiación,  organización,  dirección,  fomento  y  ejecución  de 
 

actos tendientes a obtener la formación o ingreso de personas a grupos 

armados denominados comúnmente escuadrones de la muerte, bandas de 

sicarios, grupos de autodefensa o de justicia privada, equivocadamente 

denominados paramilitares. También se tipificó la vinculación y pertenencia a 



 

dichos grupos, así como el instruir, entrenar o equipar a personas en tácticas, 

técnicas o procedimientos militares para el desarrollo de las actividades 

delictivas de los referidos grupos armados. 

 
 

Se estipuló como circunstancia de agravación punitiva de las anteriores 

conductas “el que fueran cometidas por miembros activos o retirados de las 

Fuerzas Militares o de Policía Nacional o de organismos de  seguridad del 

Estado”. 

 
 

El Decreto N° 356 del 11 de febrero de 1994, por medio del cual se expide “el 

Estatuto de Vigilancia y Seguridad Privada” o sea para la prestación por 

particulares de dichos servicios. 

 
 

La Ley 418 del 26 de diciembre de 1997, por medio de la cual se establecen 

instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se 

dictan otras disposiciones; con sus respectivas reglamentaciones. 

El Decreto N° 324 del 25 de febrero de 2000, a través del cual se crea el 

Centro de Coordinación de la lucha contra los grupos de autodefensas ilegales 

y demás grupos al margen de la ley. 

 
 

La Ley 975 de 2005 del 22 de junio de 2005, por medio del cual se dictan 

disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados 

organizados al  margen de la ley que contribuyan de  manera efectiva  a la 

consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos 

humanitarios”20. 

 

Con  base  en  la  anterior  reseña  se  puede  verificar  que  el  Estado  en  un 

comienzo pretendió a través del empleo de la fuerza se incentivó aún más la 
 
 
 
 
 

20 (NOTA: Es necesario resaltar que las palabras que se encuentran en cursiva y algunas entre comillas, 
fueron obtenidas del Capítulo VII Hechos Probados, numeral 95.1, páginas 42 a la 50, Sentencia del Caso 
de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Resolución Corte Interamericana de Derechos Humanos de 
fecha 09 de Julio de 2.009. (Cursiva y comillas fuera del texto) 



 

violencia, distanciándolo cada vez más de su mandato de paz al cual debe 

llegar toda clase de dificultad o conflicto que se geste dentro de la sociedad. 

Se advierte que el hecho de que el Estado Colombiano sea Estado Parte en la 
 

(CADH), conforme con el Artículo 1.1. Del mencionado instrumento, indica que 

está comprometido a cumplir unas obligaciones que son de índole conminatorio 

y a brindar a satisfacción a todos los coasociados que conforman dicho Estado; 

y ante las dificultades no reconocidas por el Ente Público se tiene Derecho a un 

recurso establecido por la Convención Americana de Derechos Humanos en 

sus artículos 8 y 25. 23 

 
 

Por lo anterior, impera realizar algunas presiones que atañen al tema de la 

convencionalidad, pues bien, es de precisar que el sistema judicial Colombiano 

en  razón  de  las  decisiones  que  se  toman  al  respecto,  ha  tenido  grandes 

avances en la interpretación de los fallos implementando mecanismos de 

convencionalidad en relación con las sentencias de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, siendo estas decisiones elementales para la ponderación 

jurídica en los distintos fallos para los casos a que haya lugar, por lo que se 

presenta una pequeña reseña que le permita comprender la importancia de la 

convencionalidad,  como  método  de  garantía  de  Derechos  fundamentales, 

como primera etapa de acuerdo a la Constitución Nacional Colombiana de 

1991 en su artículos, 53, 93 y 214; y a los primeros pronunciamientos de la 

Corte Constitucional, para precisar las normas que fundamentarían el bloque 

de constitucionalidad. Como segunda etapa, podemos observar como las altas 

cortes comienzan a tomar como referencia y variable normativa las decisiones 

internacionales. Como tercera etapa las altas cortes comienzan a utilizar el 

término Bloque Constitucional de aquí la interpretación del artículo 93 de la 

Constitución Nacional, en donde muestra de forma compleja la relación de 

normas internas con los tratados internacionales en especial los relacionados 

en materia de derechos humanos de forma interpretativa y el integrador 

adicional a la jurisprudencia analizada se ejemplarizaran otras decisiones de la 

corte  como  garantías  judiciales  en  razón  de  derechos  fundamentales  que 



 

modifican decisiones ya tomadas por el ordenamiento interno (Pérez, 1992, p. 
 

82). 
 

 
 

Claro ejemplo de este argumento se dan las siguientes sentencias: 
 

Sentencia de Febrero 5 de 2001, en el caso denominado “la última tentación de 

cristo” contra Chile, en el cual la Corte Interamericana, además de declarar 

internacionalmente responsable al Estado chileno, le ordena en tal sentencia 

modificar el artículo 19 de su Constitución Política, a efectos de asegurar el 

cumplimiento del derecho a la libertad de expresión, mediante la supresión de 

la censura previa. Y no ha sido este el único caso en el que la Corte ha 

ordenado  a  diversos  estados  modificar  ciertas   normas  de  su  régimen 

normativo. 

 
 

Sentencia  de  Noviembre  12  de  1993,  en  el  caso  Suarez  Rosero  Contra 

Ecuador, donde el alto tribunal declaró que un artículo del Código Penal 

Ecuatoriano era violatoria por si misma del artículo 2 de la Convención, lo que 

implicaba su retiro inmediato del ordenamiento jurídico del Ecuador. Y resulta 

notable el alcance que tienen las decisiones de este tribunal, pues pueden 

llegar hasta modificar fallos emitidos por los jueces internos. 

 
 

Sentencia de Septiembre 15 de 2005, en el caso Raxcacó Reyes contra 

Guatemala, la Corte ordenó a tal estado “dejar sin efectos” la pena impuesta a 

un ciudadano, aduciendo que la jurisdicción Guatemalteca debía “emitir otra 

que en ningún caso podrá ser la pena de muerte”. Para no irnos tan lejos, en 

Sentencia de Septiembre 15 de 2005, en el Caso “La Masacre de Mapiripán” 

contra Colombia, la corte le ordena al Estado Colombiano concluidas contra 

algunos miembros del ejército por casos de paramilitarismo (Pérez, 1992, p. 

115). 
 

 
 

Finalmente, y de manera tangencial, impera resaltar que uno de los avances 

sustanciales más importantes en los procesos internos de reparación, es la ley 

de víctimas, constituye una  carta  de derecho sobre  la  cual  pueden exigir, 



 

ocupando un lugar importante en el desarrollo de la agenda Pública nacional, la 

reparación no solo debe restituir lo perdido, si no por el contrario brindar un 

abanico de posibilidades que generen el acceso a derechos básicos, 

garantizando la no repetición del hecho que las victimizo. En la ley de víctimas 

y restitución de tierras (Ley 1448 de 2011) se establecen los marcos de acción 

de  la  ley,  entre  los  que  se  destacan:  medias  de  atención,  asistencia  y 

reparación integral a las víctimas de graves violaciones a derechos humanos e 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario, encontrando consigo la 

implementación de programas de atención psicosocial e integral a víctimas del 

conflicto armado. Las estrategias permitirán a las víctimas enfrentar el reto de 

reconstrucción del proyecto de su vida: familiar, social, educativo, cultural, 

laboral, comunitario llegando a superar su capacidad de adaptación. 





Conclusiones.  
 

 
 

De acuerdo con los parámetros legales que permiten hacer uso del bloque de 

Constitucionalidad como lo es la Convención Interamericana de Derechos 

Humanos dado a la protección que requieren personas frente al Estado motivo 

por el cual la Corte Interamericana de los Derechos Humanos toma decisiones 

tajantes en las que obliga a los Estados no solo a resarcir económicamente y 

simbólicamente exigiendo el esclarecimiento de los hechos en razón de 

garantizar a las víctimas la correcta aplicación de justicia; aunque la Corte 

ordena pagos económicos y reparación simbólica se podría pensar que esta 

reivindicación con  las  victimas suele ser un poco  utópica toda vez que la 

víctima cuando es tocada económicamente se aparta en la gran mayoría de los 

casos del objetivo central de la investigación como lo es la veracidad de los 

hechos y judicialización de quienes sean responsables. 

 
 

La existencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha permitido 

generar nuevas concepciones frente a la significancia de la reparación de las 

víctimas. La participación de Colombia como miembro de la misma, ha 

contribuido a generar procesos de investigaciones profundas en las que las 

leyes internas de los países no son suficientes, con esto se ha conocido la otra 

cara del conflicto y se ha contribuido de manera sustancial a la construcción de 

memoria en el país. El Estado Colombiano, continúa un proceso de 

cumplimiento frente a cada una de las instancias dictaminadas por la corte. 

El principal fundamento es la protección de los seres humanos y sus derechos, 

el  papel  de  instancias  internacionales  es  velar  por  la  protección  de  las 

garantías judiciales, corresponden a sistemas operativos y redes internas de 

trabajo cuyo propósito radica en la dignificación y reparación de las violaciones 

de los derechos humanos. 

 
 

A partir de este análisis se infiere, que la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos aposta pautas que le exigen a los Estados su responsabilidad frente 

a algunos hechos, también es cierto que hablando de garantías judiciales se 



 

 

evidencia la afectación de las víctimas lo cual en gran parte termina con cierto 

grado de impunidad como lo evidencia la sentencia de Pueblo Bello Vs Estado 

Colombiano, si bien los mandatos de la corte IDH en razón a las sanciones 

establecidas a los estados de cierta forma subsana algunos daños generados 

por la vulneración de los Derechos Fundamentales también se podría pensar 

que  independientemente  de  la  actuación  de  este  órgano  internacional,  el 

Estado en parte debe desarrollar políticas criminales para de  esta manera 

avanzar en la implementación de mecanismo judiciales que garanticen de esta 

manera la aplicación de justicia. 

 
 

Siendo las decisiones de la corte IDH un medio de estudio desde el cual se 

puede analizar que lo que realmente la Corte pretende es resarcir en parte el 

detrimento moral y económico que ha padecido la víctima que acude a estas 

instancias. Finalmente, es importante la correcta aplicación de justicia interna 

apoyándose en las decisiones de la Corte al caso que sea necesario. 
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